
C.A. de Temuco

Temuco, quince  de septiembre de dos mil diecisiete.

Al folio 45511: T ngase presente. é

VISTOS:

A folio 1-2017, con fecha 30 de junio del a o 2017, compareceñ  

do a DANIELA ALEJANDRA SALAMANCA RIVERA, dependiente,ñ  

C dula de Identidad N  15.654.445-0, domiciliada para estos efectosé °  

en calle Elvira Leal N  564, comuna de Tolt n, quien de acuerdo con° é  

lo  dispuesto  por  el  art culo  20  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laí ó í  

Rep blica y Auto Acordado de la Excma. Corte Suprema, de 24 deú  

junio  de  1992,  sobre  Tramitaci n  del  Recurso  de  Protecci n  deó ó  

Garant as Constitucionales, interpone recurso de protecci n en contraí ó  

de  la  SUPERINTENDENCIA  DE  SEGURIDAD  SOCIAL 

(SUSESO), Rut 61.509.000-K, representada legalmente don Claudio 

Reyes Barrientos, domiciliado en calle Hu rfanos N  1376, Santiago.é °

Funda el recurso en que con fecha 31 de mayo de 2017, por 

medio de portal web de la Superintendencia de Seguridad Social tomó 

conocimiento  del  rechazo  a  la  apelaci n  efectuada  con  fecha  2  deó  

marzo del 2017, por Resoluci n Exenta IBS N  13626/30-05-2017, enó °  

virtud  de  la  cual  se  rechazan  las  licencias  m dicas  N 50787287;é °  

N 50629379; N 50627476; N  51740920, N 51739507; N 51739546;° ° ° ° °  

N 51742191, argumentando que el "reposo prescrito no se encuentra°  

justificado" Sostiene que la resoluci n es un acto administrativo ilegal,ó  

porque  es  contrario  a  diversas  disposiciones  legales  que  se alanñ  

expresamente que los actos administrativos deben ser fundados y las 

expresiones  contenidas  en  el  acto  recurrido  como  "reposo  no 

justificado"  se  aleja  claramente  de  ser  expresi n  de  un  actoó  

administrativo  fundado.  El  acto  recurrido  no  proporciona  ning nú  

fundamento al efecto, dejando a su parte en la indefensi n en cuanto aó  

poder  controvertir  su  contenido  y  argumentos,  sean  estos  tanto 
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jur dicos  como m dicos,  siendo  legitimo  cuestionarse  cuales  son  losí é  

fundamentos  por  los  cuales  se  deniega  el  recurso  de  reposici n  yó  

reconsideraci n  presentado  ante  la  Superintendencia  de  Seguridadó  

Social, la cual confirma la negativa en orden a aceptar las licencias 

m dicas respectivas y realizar el pago efectivo de estas. Hace presente,é  

que la parte recurrida nunca le ha practicado un peritaje siqui trico deá  

ninguna naturaleza, por lo que ni la Compin como la Superintendencia 

de Seguridad Social se han preocupado de corroborar el diagn sticoó  

por su m dico tratante. Adem s, se ala que su m dico tratante, doné á ñ é  

Carlos  Hern n Encina Zamora,  m dico Psiquiatra,  a la fecha de laá é  

emisi n  de  las  licencias  m dicas  objeto  del  presente  recurso,  leó é  

diagnostic  con "Personalidad prem rbida hipergn mica", destac ndoseó ó ó á  

un  humor  bajo  melanc lico,  anhedonia,  labilidad  emocional,ó  

irritabilidad f cil,  angustia casi permanente, insomnio de mantenci ná ó  

con deterioro progresivo de la calidad del dormir, d ficit cognitivo ené  

relaci n a la concentraci n y la memoria a corto plazo, pensamientoó ó  

rumiativo.  Sin  ideas  autol ticas;  indic ndose  conjuntamente  con  laí á  

licencia m dica,  debido a la  incompatibilidad  del  cuadro siqui tricoé á  

con la  actividad laboral,  tratamiento  farmacol gico  antidepresivo,  eló  

cual se vio suspendido ante nuevo evento de vida (embarazo) el cual 

exacerb  los  s ntomas  iniciales,  presentando  una  reagudizaci n  deó í ó  

sintomatolog a compatible  con Distimia.  Dicho informe al  igual queí  

informes anteriores han sido acompa ados a la recurrida al momentoñ  

de interponerse los recursos administrativos procedentes, sin embargo, 

ella  no  se  hace  cargo  en  forma  alguna  de  los  argumentos  y 

conclusiones cl nicas en ellos contenidos, dejando a esta parte en la m sí á  

absoluta  indefensi n.  En  efecto,  el  acto  administrativo  debeó  

necesariamente ser telegible para el ciudadano en orden a que ste,é  

mediante su sola lectura, pueda entender racionalmente los argumentos 

tanto  t cticos,  m dicos  y  jur dicos  que  se  esgrimen  para  fundar  laá é í  

decisi n del rgano perteneciente a la administraci n del Estado,  loó ó ó  

que evidentemente no se cumple con la expresi n citada. El art culo 3ó í º 
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de la ley N  19.880 Sobre Procedimiento Administrativo, entiende por°  

acto administrativo "las decisiones formales que emitan los rganos deó  

la Administraci n del Estado en las cuales contienen declaraciones deó  

voluntad, realizadas en el ejercicio de una potestad p blica", y a su vez,ú  

procedimiento administrativo, seg n precept a el art culo 18 del cuerpoú ú í  

normativo antes referido, "es una sucesi n de actos tr mite vinculadosó á  

entre s , emanados de la administraci n y, en su caso, de particularesí ó  

interesados, que tiene la finalidad de producir un acto administrativo 

terminal.". La resoluci n final debe tener el contenido que le exige y leó  

impone  el  art culo  40  de  la  Ley  N  19.880,  el  que  se alaí ° ñ  

espec ficamente que "Las resoluciones contendr n la decisi n, que serí á ó á 

fundada.  Expresar n,  adem s,  los  recursos  que  contra  la  mismaá á  

procedan,  rgano administrativo o judicial  ante  el  que hubiera  queó  

presentarse  y  plazo  para  interponerlos,  sin  perjuicio  de  que  los 

interesados puedan ejercitar cualquier otro que estimen oportuno.". En 

id ntico  sentido el  art culo  16 del  DS N 3/1984  del  Ministerio  deé í °  

Salud expresa que la Compin o la Isapre al momento de rechazar una 

determinada  licencia  m dica  debe  "dejar  constancia  de  losé  

fundamentos tenidos a la vista para adoptar la medida", norma que 

debe  ser  tambi n  tenida  en  consideraci n  por  la  recurrida,  siné ó  

embargo, esta ha sido omitida de plano. El destacado constitucionalista 

don Eduardo Soto Kloss  refiri ndose  a  la  fundamentaci n  del  actoé ó  

administrativo se ala que ello es "la justificaci n normativa, t ctica yñ ó á  

racional que da raz n, que fundamenta la decisi n, que da cuenta deló ó  

"porque" se emite la decisi n, y que sustenta o sostiene sujuricidad, suó  

conformidad a Derecho", agregando a regl n seguido que "por ello esó  

que  la  fundamentaci n  como  requisito  de  validez  del  actoó  

administrativo  que  es,  no  se  cumple  con  cualquier  f rmulaó  

convencional,  del  clich  o  banal.  La  fundamentaci n  ha  de  seré ó  

"suficiente", en cuanto debe dar raz n y dar cuenta exacta del iter oó  

camino l gico/racional que lleva al autor del decreto o resoluci n aó ó  

adoptar la decisi n, la cual significa dar soluci n efectiva y concreta aó ó  
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una necesidad p blica espec fica que el legislador a puesto a su cargo";ú í  

terminando con expresar que ude all  es que la "fundamentaci n" delí ó  

acto  administrativo  constituye  un  principio  general  de  derecho 

administrativo  que  tiene  su  base  constitucional  en  el  derecho 

fundamental  al  debido  procedimiento  racional  y  justo  que  a¡  

Constituci n  reconoce  expresamente  a  toda  persona".  (Derechoó  

Administrativo.  Temas  Fundamentales,  Editorial  Legal  Publishing 

Abelardo Perrot. Primera Edici n. Santiago. Agosto 2009. P g 352 yó á  

353).  El  acto  recurrido  es  ilegal,  en  cuanto  es  contrario  al 

ordenamiento jur dico porque vulnera e infringe de forma flagrante loí  

dispuesto  en  los  art culos  3o  y  40  de  la  Ley  N  19.880  Sobreí °  

Procedimiento Administrativo y el art culo 16 del DS N 3/1984 delí °  

Ministerio  de  Salud  al  ser  un  acto  administrativo  carente  de 

fundamentaci n tanto desde el punto de vista t cnico, esto es, en ordenó é  

a expresar las razones m dicas en que sustenta el rechazo, as  comoé í  

desde el punto de vista t ctico, en orden a se alar los hechos en que seá ñ  

basa la decisi n denegatoria, ya que ellos en definitiva se omiten deó  

plano. El acto administrativo es adem s arbitrario en cuanto no ha sidoá  

adoptado con criterios que puedan estimarse racionales de acuerdo a 

los hechos, sobre todo en la respuesta infundada que se le confiere al 

peticionario.  En este  sentido,  el  profesor  don  Jos  Luis  Cea Ega aé ñ  

se ala expresamente que arbitrario "es el acto o proceder contrario añ  

ajusticia o a la raz n, infundado o desproporcionado en relaci n con¡ ó ó  

los  fines  perseguidos  para  la  consecuci n  de  un  objetivo  l cito  yó í  

determinado" (Derecho Constitucional Chileno. TII, Derechos, Deberes 

y Garant as, p g.130). El acto recurrido infringe y conculca la garant aí á í  

constitucional  del  derecho  a  la  vida  e  integridad  f sica  y  s quicaí í  

contemplado en el art culo 19 N  1 de la Constituci n Pol tica de laí ° ó í  

Rep blica de Chile, el cual dispone que "La Constituci n asegura aú ó  

todas las personas: N 1 "El derecho a la vida y a la integridad f sica y° í  

s quica". Se comprender  que el pago del subsidio que va aparejadoí á  

con cada licencia m dica suple la remuneraci n del trabajador que seé ó  
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encuentra afectado por una determinada incapacidad laboral y que en 

definitiva su rechazo implica en la praxis que el dependiente que ha 

hecho  uso  de  una  licencia  m dica  no  contar  con  los  medioé á  

econ micos para hacer frente a sus diarias necesidades que van desdeó  

alimentarse  hasta  poder  comprar  los  medicamentos  prescritos  de 

acuerdo a la patolog a que se padece, comprometiendo y conculcandoí  

claramente  el  derecho  a  la  vida  e  integridad  f sica  y  s quica.í í  

Igualmente, estima que se conculca en la especie con el acto recurrido 

lo dispuesto en el art culo 19 N 3 de la Constituci n Pol tica de laí ° ó í  

Rep blica  de  Chile,  el  cual  dispone  expresamente  que  "Laú  

Constituci n  asegura  a  todas  las  personas:  Toda  sentencia  de  unó  

rgano  que ejerza  jurisdicci n  debe  fundarse  en  un proceso  previoó ó  

legalmente tramitado.  Corresponder  al  legislador  establecer  siempreá  

las  garant as  de  un  procedimiento  y  una  investigaci n  racionales  yí ó  

justos". En efecto, el acto administrativo recurrido se ha dictado con 

infracci n a la garant a constitucional del debido proceso pues es suó í  

generaci n  no ha sido legalmente tramitado ya que no se ha dadoó  

cumplimiento  a  las  normas  de  fundamentacion  que  debe 

necesariamente contener de acuerdo a los art culos 3o y 40 de la Leyí  

N  19.880. Por ltimo, en la especie se infringe y vulnera el derecho de° ú  

propiedad consagrado en el art culo 19 N  24 de la Constituci n yaí ° ó  

se alada,  el  cual  dispone que "La Constituci n  asegura  a  todas  lasñ ó  

personas: El derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda 

clase de bienes corporales e incorporales". El acto recurrido mantiene 

el rechazo de las licencias m dicas ya referidas lo que ha significado laé  

no recepci n por parte de este recurrente del subsidio por enfermedadó  

respectivo,  lo  que  implica  un  perjuicio  patrimonial  derivado  del 

derecho de dominio que tiene sobre tal prestaci n, derecho que en laó  

especie ha sido evidentemente vulnerado. A mayor abundamiento, hace 

expresa menci n, tal como da constancia los informes presentados a laó  

SUSESO y emitidos por el m dico tratante, que durante el transcursoé  

del tratamiento de f rmacos, qued  embaraza, por lo que a lo largo delá ó  
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tratamiento he tenido que hacer  efectivo mi pre y post natal,  cuya 

determinaci n de su remuneraci n se hace efectiva con las 3 primerasó ó  

licencias rechazadas, m s las 3 ltimas anteriores al mes de salida coná ú  

prenatal, cuyas remuneraciones son inexistentes debido al tiempo que 

se encontr  con reposo laboral, por lo que el c lculo de ste se efectuó á é ó 

en base al monto de renta presunta y no al monto que efectivamente 

corresponde a ser remunerado. Por tanto, previo a citas legales, pide 

tener por interpuesto recurso de protecci n en contra de laó

Superintendencia de Seguridad Social  (SUSESO), representada 

legalmente por don Claudio Reyes Barrientos, y en definitiva acogerlo 

en todas sus partes declarando arbitrario e ilegal la Resoluci n Exentaó  

IBS N  13626/30-05-2017, dej ndolas sin efecto, y declarando en su° á  

reemplazo  que  las  licencias  m dicas  N 50787287;  N 50629379;é ° °  

N 50627476; N  51740920, N 51739507; N 51739546; N 51742191,° ° ° ° °  

quedan  aceptadas  debiendo  la  recurrida  pagar  el  subsidio 

correspondiente a ella, o bien se adopten las medidas que se estimen 

pertinente para restablecer el imperio del derecho, todo ello con costas 

del recurso.

A  folio  10-2017,  con  fecha  11  de  agosto  del  a o  2017,ñ  

comparece  don  Sebasti n  De  La  Puente  Herv ,  Abogado,  ená é  

representaci n  de  la  recurrida  la  SUPERINTENDENCIA  DEó  

SEGURIDAD SOCIAL,  solicitando  en  primer  lugar,  se  declare  la 

improcedencia de la presente Acci n de Protecci n por existir COSAó ó  

JUZGADA respecto de ella, haciendo presente que similar acci n yaó  

fue  interpuesta  por  la  Sra  Salamanca  ante  esta  Iltma.Corte,  dando 

origen a la causa Rol N  2351 - 2017, y cuya pretensi n jurisdiccional° ó  

es id ntica a la que solicita en estos autos, es decir, reclam  por elé ó  

rechazo  de  licencias  m dicas  dispuesta  por  la  RESOLUCI Né Ó  

EXENTA IBS N  5461 DE 2 DE MARZO DE 2017. En la   presente°  

acci n, reclama en contra de la RESOLUCI N   EXENTA   IBSó Ó  

N  13626  DE  30  DE  MAYO DE 2017,  de  su  representada  que°  

rechaz  la solicitud de reconsideraci n de la citada Res. Ex. N  5461ó ó °  
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de 2 de marzo de 2017,  por las  mismas licencias,  dictaminando lo 

siguiente: "...que el reposo ya autorizado se considera suficiente para la 

resoluci n del cuadro cl nico y su reintegro laboral, de acuerdo a losó í  

antecedentes m dicos tenidos a la vista...". Por tanto, la presente acci né ó  

de protecci n ya fue resuelta por esta Corte de Apelaciones de Temucoó  

mediante  sentencia  definitiva  de  fecha  25  de  julio  de  2017, 

rechaz ndola, en s ntesis, en cuanto al fondo, toda vez que: "no se haá í  

verificado que la resoluci n de la Superintendencia de seguridad Socialó  

sea arbitraria e ilegal, toda vez que esta se encuentra fundamentada y 

ha  sido  dictada  dentro  del  mbito  de  las  facultades  que  tiene  elá  

organismo  de  Seguridad  Social,  solo  cabe  proceder  a  rechazar  e! 

recurso  de  protecci n  impetrado,  al  no  existir  de  parte  de  estaó  

recurrida  actuaci n  ilegal  o  arbitraria  alguna".  En  consecuencia,ó  

concurren en la especie, todos y cada uno de los requisitos para acoger 

la excepci n de cosa juzgada, pues se trata de las mismas partes estoó  

es,  existe  identidad  legal  de  personas  (la  Sra.  Salamanca  como 

recurrente y como recurrido la Superintendencia de Seguridad Social), 

la misma cosa pedida, en este caso, el reclamo del rechazo de licencias 

m dicas y la misma causa de pedir, es decir, una supuesta actuaci n ué ó  

omisi n ilegal o arbitraria de parte de mi representada.ó

En subsidio, alega la extemporaneidad de la acci n de protecci nó ó  

de  autos,  fundado  en  que  consta  de  la  copia  del  expediente 

administrativo  que  se  acompa a,  por  presentaci n  de  fechañ ó  

30/11/2016  la  Sra.  Salamanca  reclam  por  cuanto  laó  

SUBCOMISI N  CAUT N,  confirm  el  rechazo  de  las  licenciasÓ Í ó  

m dicas  N s  50787287,  50629379,  50627476,  51740920,  extendidasé °  

por  un  total  de  84  d as  a  contar  del  30-05-2016,  por  reposo  noí  

justificado,  la  cual  fue  resuelta  mediante  RESOLUCI N EXENTAÓ  

IBS N  16800 de 14-12-2016. Posteriormente, mediante presentaci n° ó  

de  fecha  22  de  diciembre  de  2016,  la  Sra.  Salamanca  solicit  aló  

Servicio la reconsideraci n de la Resoluci n citada, la cual fue resueltaó ó  

mediante RESOLUCI N EXENTA IBS N  5461 DE 2 DE MARZOÓ °  
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DE 2017. Luego, mediante presentaci n de fecha 2 de marzo de 2017,ó  

la Sra. Salamanca solicit  al Servicio una nueva reconsideraci n de asó ó ¡  

Resoluciones citadas, donde se dictamin  la RESOLUCI N EXENTAó Ó  

IBS N  13626 DE 30 DE MAYO DE 2017. Agrega que el recurrente°  

solo ejerci  esta acci n constitucional con fecha 22 de mayo de 2017,ó ó  

esto es, cuando el plazo fatal de 30 d as corridos estaba con crecesí  

vencido, toda vez que en su momento la  Sra.  Salamanca,  ya ten aí  

conocimiento cierto de los rechazos dispuestos por la citada Compin de 

los formularios en comento. En efecto, en virtud de la presentaci n deó  

fecha 30 de noviembre de 2016 que realiz  la Sra. Salamanca, en laó  

cual  acompa  los  antecedentes  sobre  los  rechazos  de  las  licenciasñó  

reclamadas, consta que los mencionados formularios fueron rechazados 

por la se alada Compin, con conocimiento de la Sra. Salamanca, enñ  

una fecha anterior a la de su presentaci n ante esta Superintendencia.ó  

Por lo anterior, se evidencia que ya desde m s 6 meses antes de laá  

fecha de interposici n de la presente acci n, la Sra. Salamanca ya ten aó ó í  

conocimiento del rechazo de sus licencias, m xime si estos formulariosá  

fueron emitidos a contar de mayo de 2016. Por lo expuesto, se colige 

que  la  acci n  constitucional  de autos,  contrariando su naturaleza  yó  

finalidad con la que fue creada por el constituyente, se utiliza como 

una ltima instancia de reclamaci n para obtener la autorizaci n deú ó ó  

licencias m dicas, las que, por razones m dicas, fueron rechazadas ené é  

todas las instancias administrativas previstas en nuestro ordenamiento 

jur dico. Lo anterior, basta para comprobar la falta de oportunidad ení  

el ejercicio de la presente acci n constitucional, por cuanto, al no seró  

una v a de impugnaci n subsidiaria, debe interponerse en contra delí ó  

organismo que administra la  prestaci n de seguridad social,  en esteó  

caso, la licencia m dica, se alando que el hecho de haber reclamadoé ñ  

ante la Superintendencia no significa que el plazo para recurrir a la 

acci n de protecci n se suspenda de modo alguno, pues,  si  bien esó ó  

cierto,  puede  ser  la  regla  general  en  materia  de  acciones 

jurisdiccionales que se intenten en contra de actos administrativos, al 
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amparo de lo dispuesto en el art culo 54 de la Ley N  19.880, queí °  

exige  el  agotamiento  de  la  v a  administrativa,  esta  disposici n  porí ó  

supremac a constitucional, no es aplicable a la acci n de protecci n,í ó ó  

por  cuanto sta,  de acuerdo con lo  dispuesto en el  art culo  20 deé í  

nuestra  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  se  debe  ejercer  sinó í ú  

perjuicio de los  dem s derechos que se puedan hacer  valer  ante laá  

autoridad  o  los  tribunales  correspondientes.  En  consecuencia,  la 

recurrente,  si  estimaba  que  las  resoluciones  de  la  COMPIN  que 

rechazaron  las  licencias  en  comento,  adolec an  de  un  vicio  deí  

ilegalidad  y arbitrariedad,  debi  recurrir  tan pronto tuvo noticias  oó  

conocimiento cierto de los mismos, sin perjuicio de los dem s derechosá  

que pod a hacer valer,  entre ellos,  reclamar ante esta instituci n deí ó  

control, siendo los rechazos de estas licencias m dicas dispuestos por laé  

referida  COMPIN  m s  de  6  meses  atr s  y  no  obstante  ello,  seá á  

interpuso la acci n de autos reci n el 22 de mayo de 2017 en contraó é  

de su representada, cuesti n que deja de manifiesto la absoluta falta deó  

oportunidad en su ejercicio a la luz de lo dispuesto en el art culo 20 deí  

nuestra Carta Fundamental y numeral 1o del Auto Acordado que lo 

regula. 

En subsidio, alega la improcedencia de la acci n de protecci nó ó  

en materias de seguridad social,  por cuanto la materia sobre la que 

realmente versa dice relaci n con un derecho perteneciente al sistemaó  

de seguridad social, establecido en el numeral 18 del art culo 19 deí  

nuestra  Carta  Fundamental,  que  no  est  amparado  por  la  acci ná ó  

cautelar que motiva estos autos. En efecto, la autorizaci n, rechazo oó  

modificaci n de una licencia m dica que se extienda de conformidadó é  

con el art culo 149 del DFL N  1, de 2005, del Ministerio de Salud yí °  

el Decreto Supremo N  3, del a o 1984, del mismo Ministerio, que° ñ  

contiene el Reglamento sobre Autorizaci n de Licencias M dicas; lasó é  

reconsideraciones  y  apelaciones  que  se  deduzcan  respecto  de  las 

resoluciones  de  los  organismos  administradores  de  este  derecho,  a 

saber,  las  Instituciones  de  Salud  Previsional  (ISAPRES)  y  las 
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Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN) y el pago, 

seg n corresponda,  de la  prestaci n pecuniaria por stas  originadas,ú ó é  

esto es, el subsidio por incapacidad laboral (regulado en el Decreto con 

Fuerza de Ley N  44,  del  a o  1978,  del  Ministerio  del  Trabajo  y° ñ  

Previsi n  Social)  son  materias  que  sin  duda  alguna  pertenecen  aló  

campo  de  la  Seguridad  Social,  y  por  lo  tanto,  se  encuentran 

expresamente excluidas por el constituyente, del mbito de la acci n deá ó  

protecci n.  De  tal  forma,  ia  materia  respecto  de  la  cual  versa  laó  

presente  acci n  incide  en  un  aspecto  espec fico  del  derecho  a  laó í  

seguridad social, reconocido y garantizado a todas las personas en el 

numeral 18 del art culo 19 de la Constituci n Pol tica de  Estado, queí ó í í  

no est  contemplado en la numeraci n taxativa que realiza el art culoá ó í  

20 de la Carta Fundamental y, por lo tanto, no est  amparado por estaá  

especial acci n cautelar. Trat ndose en consecuencia de una materiaó á  

integrante del Derecho a la Seguridad Social, no es admisible accionar 

de protecci n ni siquiera frente a una eventual amenaza o perturbaci nó ó  

de  la  misma,  por  cuanto  como  ya  se  dijo,  el  art culo  20  de  laí  

Constituci n  Pol tica  no  lo  admite  respecto  de  esa  garant aó í í  

constitucional,  consagrada en el N  18, del art culo 19 de la Carta° í  

Fundamental.

En subsidio, informa en cuanto al fondo, haciendo referencia al 

marco jur dico-normativo que regula la materia de la presente Acci ní ó  

de Protecci n: 1- El derecho a licencia m dica. Marco legal regulador.ó é  

En nuestro Sistema de Seguridad Social, existe cobertura para atender 

los  distintos  riesgos  o  contingencias  sociales  que  ponen  a  los 

trabajadores en un estado de necesidad. Trat ndose de la p rdida de laá é  

capacidad de ganancia o incapacidad laboral por motivos de salud, ella 

puede ser permanente o transitoria. Para el caso de las dolencias que 

causan  incapacidades  laborales  permanentes,  nuestro  sistema  de 

seguridad  social  contempla  las  pensiones  de  invalidez,  las  que 

trat ndose de trabajadores afectos al Sistema de Pensiones creado porá  

el  D.L.  N  3.500,  de  1980,  son  evaluadas  y  declaradas  por  las°  
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Comisiones M dicas de la Superintendencia de Pensiones. En el casoé  

de los trabajadores afectos a alguna instituci n de previsi n del antiguoó ó  

r gimen previsional  (ex Cajas  de Previsi n y ex Servicio de Seguroé ó  

Social)  hoy fusionadas en el Instituto de Previsi n Social (I.P.S.),  lasó  

evaluaciones  de  incapacidad  o  invalidez  son  conocidas  por  las 

Comisiones  de  Medicina  Preventiva  e  Invalidez  de  las  Secretarias 

Regionales  Ministeriales  de  Salud  (SEREMIS).  Respecto  de 

incapacidades  laborales  temporales,  es  decir,  aquellas  que suspenden 

transitoriamente  la  capacidad  de  ganancia  del  trabajador,  existe  el 

beneficio  denominado  LICENCIA M DICA,  regulado  en  el  citadoÉ  

D.F.L. N  1, del a o 2005, y en el D.S. N  3, del a o 1984, ambos del° ñ ° ñ  

Ministerio  de  Salud,  la  que  una  vez  autorizada  por  el  Organismo 

competente,  esto es,  una COMPIN o INSTITUCI N DE SALUDÓ  

PREVISIONAL  (ISAPRE),  puede  dar  derecho,  de  cumplirse  los 

requisitos legales, al pago de subsidio por incapacidad laboral (regulado 

en  el  D.F.L.  N  44,  del  a o  1978,  del  Ministerio  del  Trabajo  y° ñ  

Previsi n  Social),  o  al  pago  de  la  remuneraci n  en  el  caso  de  losó ó  

trabajadores afectos a estatutos especiales, entre ellos, los pertenecientes 

al  sector  p blico  y  municipal.  En  estas  situaciones  de  suspensi nú ó  

transitoria de la capacidad de ganancia, el trabajador debe hacer uso 

de licencia m dica, esto es, reposo, el que, unido en la mayor a de losé í  

casos  a  un  tratamiento  m dico  farmacol gico  o  de  otro  tipo,  debeé ó  

conducir a que el trabajador recupere su salud y quede en condiciones 

de  reintegrarse  a  su  trabajo.  El  derecho  a  licencia  m dica  esté á 

contemplado  en  el  art culo  149  del  D.F.L  N  1,  de  2005,  deií °  

Ministerio de Salud cuerpo legal que, como ya se indic , promulg  eló ó  

texto refundido, coordinado y sistematizado de, entre otras, la Ley N° 

18.469,  que  regula  el  Ejercicio  del  Derecho  Constitucional  a  la 

Protecci n de la  Salud y que crea un R gimen de Prestaciones deó é  

Salud al efecto. El aludido art culo 149 se encarga de se alar, en suí ñ  

parte  pertinente  que:  "Los  trabajadores  afiliados,  dependientes  o 

independientes,  que  hagan  uso  de  licencia  por  incapacidad  total  o 
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parcial  para  trabajar,  por  enfermedad  que  no  sea  profesional  o 

accidente  que  no  sea  del  trabajo,  tendr n  derecho  a  percibir  uná  

subsidio de enfermedad, cuyo otorgamiento se regir  por las normasá  

del Decreto con Fuerza de Ley N  44, de 1978, del Ministerio del°  

Trabajo y Previsi n Social. En virtud del art culo 156 del mencionadoó í  

D.F.L., el beneficio de licencia m dica tambi n les es aplicable a losé é  

afiliados a alguna Instituci n de Salud Previsional. La licencia m dicaó é  

est  definida en el  art culo 1o del Decreto Supremo N  3, del  a oá í ° ñ  

1984,  del  Ministerio  de Salud,  que contempla  el  Reglamento sobre 

autorizaci n de licencias m dicas, en los siguientes t rminos: " Para iosó é é  

efectos de este reglamento, se entiende por licencia m dica el derechoé  

que tiene el trabajador de ausentarse o reducir su jornada de trabajo, 

durante  un determinado  lapso  de  tiempo,  en cumplimiento  de  una 

indicaci n  profesional  certificada  por  un  m dico  cirujano,  cirujanoó é  

dentista  o  matrona,  reconocida  por  su  empleador  en  su  caso,  y 

autorizada  por  la  Comisi n  de  Medicina  Preventiva  e  Invalidezó  

-Compin- de la Secretar a Regional Ministerial de Salud -Seremi- oí  

Instituci n  de  Salud  Previsional  seg n  corresponda,  durante  cuyaó ú  

vigencia podr  gozar de subsidio especial con cargo a la entidad deá  

previsi n, instituci n o fondo especial respectivo...". De acuerdo con lasó ó  

normas  ya  referidas,  refiere  que  la  licencia  m dica  es  un  derechoé  

esencialmente temporal, cuya finalidad ltima es ayudar al trabajadorú  

afectado  por  una  incapacidad  temporal  a  recuperar  su  salud  y 

reincorporarse  a  su  actividad  laboral.  2.-  Facultades  de  la 

Superintendencia de Seguridad Social en esta materia. Refiere que la 

actuaci n  de  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social,  se  ajustaó  

rigurosamente a las normas constitucionales y legales que establecen sus 

atribuciones  y  facultades  fiscalizadoras,  sosteniendo  que  a  la 

Superintendencia  de  Seguridad  Social  le  corresponde  cumplir  el 

mandato constitucional impuesto al Estado, en orden de supervigilar el 

adecuado ejercicio del derecho a la seguridad social. Lo anterior, de 

acuerdo con lo dispuesto en el inciso cuarto del numeral 18 del art culoí  
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19  de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica.  El  legislador  haó í ú  

establecido  en  el  art culo  2  de  la  Ley  N  16.395,  modificadoí ° °  

recientemente por la Ley N  20.691, de 2013, cu les son las funciones° á  

esenciales  de la  Superintendencia de Seguridad Social.  A su vez, el 

art culo  3o  del  mismo  cuerpo  legal  en  comento  dispone  que:  "Laí  

Superintendencia  de  Segundad  Social  ser  la  autoridad  t cnica  deá é  

fiscalizaci n de las instituciones de previsi n, dentro del mbito de suó ó á  

competencia".  El  inc.  2o  del  mismo  art culo  indica  que:  "Laí  

supervigilancia  de  la  Superintendencia  comprender  los  rdenesá ó  

m dico-social, financiero, actuarial, jur dico y administrativo, as  comoé í í  

tambi n  la calidad y oportunidad de las prestaciones." A su vez, elé  

art culo 27 de la Ley N  16.395 se ala que: "En lo que no se refiere aí ° ñ  

funciones derivadas de! C digo Sanitario, el Servicio Nacional de Saludó  

estar  sometido  al  control  administrativo  y  t cnico  de  laá é  

Superintendencia de Seguridad Social, la que conservar  sus actualesá  

facultades".  Por  su  parte,  el  art culo  38  de  la  Ley  N  16.395,í °  

modificado por la se alada Ley N  20.691, en su letra d) dispone que añ °  

mi representada le corresponder : "Emitir instrucciones para el mejorá  

otorgamiento de los beneficios a los imponentes' En seguida, la letra e) 

del precepto legal en comento, modificado igualmente por la se aladañ  

Ley N  20.691,  dispone que corresponde a  mi  defendida:  "Fijar  la°  

interpretaci n de las leyes y reglamentos de previsi n social y ordenar aó ó  

las  instituciones  sometidas  a  su  fiscalizaci n  que  se  ajusten  a  estaó  

interpretaci n". Adem s, a partir de la entrada en vigencia de la Leyó á  

N  20.585, mi representada debe cumplir las funciones asignadas por°  

este cuerpo legal con miras a asegurar el otorgamiento, uso correcto de 

la  licencia  m dica  y  una  adecuada  protecci n  del  cotizante  yé ó  

beneficiario de una Instituci n de Salud Previsional (ISAPRE) y deló  

Fondo Nacional  de  Salud  (FONASA).  3.-  Ausencia  de  ilegalidad  y 

arbitrariedad.  Hace  presente  que,  en  lo  que  respecta  al  derecho  a 

licencia  m dica,  a  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social,  deé  

conformidad con lo dispuesto en el art culo 27 de la Ley N  16.395, leí °  
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corresponde el control administrativo y t cnico del Servicio Nacionalé  

de Salud, en lo que no se refiere a funciones derivadas del C digoó  

Sanitario. En tal sentido, a la referida entidad de salud le sucedieron 

los  Servicios  de Salud y con ocasi n de la  reforma a la  Autoridadó  

Sanitaria,  las  funciones que no derivan del  C digo Sanitario fueronó  

traspasadas a las SECRETAR AS REGIONALES MINISTERIALESÍ  

DE SALUD (SEREMIS DE SALUD), las que tienen a su cargo las 

COMISIONES  DE  MEDICINA  PREVENTIVA  E  INVALIDEZ 

(COMPIN),  entidades que como ha quedado claramente establecido 

participan en la administraci n del derecho a licencia m dica, ya seaó é  

actuando  como  primera  instancia,  respecto  de  !os  trabajadores 

cotizantes del FONDO NACIONAL DE SALUD (FONASA) o bien 

como  instancia  de  apelaci n  en  el  caso  de  las  licencias  m dicasó é  

otorgadas a afiliados a Instituciones de Salud Previsional (ISAPRES). 

En efecto,  las  resoluciones  de  las  Instituciones  de  Salud  Previsional 

(ISAPRES),  relativas  a  la  autorizaci n,  rechazo  o  modificaci n  deó ó  

licencias m dicas son apelables en el plazo de 15 d as h biles ante laé í á  

Comisi n de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN), institucionesó  

de  previsi n  que  en  la  actualidad  dependen  de  las  Secretar asó í  

Regionales  Ministeriales  de  Salud  (SEREMI).  Adem s,  estasá  

instituciones  deben  resolver  acerca  de  la  autorizaci n,  rechazo  oó  

modificaci n  de  las  licencias  m dicas  extendidas  a  los  trabajadoresó é  

cotizantes del Fondo Nacional de Salud (FONASA). En consecuencia, 

los  pronunciamientos  que  en  materia  de  licencias  m dicas  emite  laé  

Superintendencia  de  Seguridad  Social,  se  hacen  en  su  calidad  de 

autoridad t cnica de control de las instituciones de previsi n, teniendoé ó  

como  funciones  esenciales  la  de  "supervigilar  y  juzgar  la  gesti nó  

administrativa de las instituciones de previsi n social y la de calificar laó  

legalidad de los ingresos, as  como la oportunidad y finalidad de losí  

egresos e inversiones de los fondos de las instituciones de previsi n y deó  

los  beneficios  que  se  otorguen  a  los  imponentes".  Hace  presente, 

adem s,  que  el  procedimiento  para  la  autorizaci n  de  las  licenciasá ó  
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m dicas  est  previsto  en el  D.S.  N  3,  de  1984,  del  Ministerio  deé á °  

Salud.  En  este  cuerpo  reglamentario  se  contemplan  expresamente 

causales  de  rechazo  de  licencias  m dicas.  De  acuerdo  con  esteé  

procedimiento, el trabajador cotizante de FONASA (sistema p blico deú  

salud), afectado por el rechazo de una licencia m dica dispuesto poré  

una COMPIN, puede solicitar la reconsideraci n de tal resoluci n. Enó ó  

caso que la COMPIN, analizados los nuevos antecedentes, si es que los 

hay y reestudiado el caso, confirme su anterior resoluci n, el trabajadoró  

puede reclamar ante esta Superintendencia, la que revisa, de acuerdo 

con el marco legal se alado, lo actuado por la COMPIN, en cuando añ  

la  procedencia  o  no  de  autorizar  la  licencia  m dica  cuestionada.é  

Ciertamente, en caso que se confirme por esta instituci n de control, loó  

resuelto  por  la  COMPIN,  el  trabajador  afectado  puede  solicitar 

reconsideraci n  de  acuerdo  con el  art culo  10  de  la  Ley  Org nicaó í á  

Constitucional  de Bases  Generales  de la  Administraci n  del  Estado,ó  

cuyo  texto  refundido,  coordinado  y  sistematizado  fue  fijado  por  el 

D.F.L. N  1/19.653 de 2000, del Ministerio Secretar a General de la° í  

Presidencia.  Adem s,  la  interposici n  del  presente  recurso  desbordaá ó  

claramente los l mites de aplicaci n de la Acci n de Protecci n, la queí ó ó ó  

fue creada por el constituyente como una herramienta de protecci n deó  

derechos indubitados, preexistentes, tal como se colige claramente de la 

expresi n utilizada por el mismo, al disponer en el art culo 20 que staó í é  

es  procedente  cuando una persona,  por  un  acto  ilegal  o  arbitrario 

"...sufra privaci n, perturbaci n o amenaza en el leg timo ejercicio deó ó í  

los derechos y garant as establecidos en el art culo 19...". En el caso deí í  

la Sra. Salamanca, claramente su "derecho a licencia m dica" no re neé ú  

la condici n de un derecho preexistente, indubitado, por el contrario,ó  

tras las sucesivas instancias de revisi n y estudio se lleg  a la conclusi nó ó ó  

que  no  era  procedente  la  autorizaci n  de  sus  licencias  m dicasó é  

reclamadas.  Lo anteriormente  expuesto,  debe  llevar  a  desestimar  la 

ilegalidad y arbitrariedad en la actuaci n de mi defendida.  En estaó  

parte, refiere que para que un acto sea arbitrario, este debe responder 
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al capricho, a la mera voluntad sin fundamento o raciocinio alguno por 

parte  del  que  lo  emite.  Es  del  caso,  que  respecto  de  las  licencias 

reclamadas,  el  dictamen  impugnado  carece  de  arbitrariedad,  pues 

contiene los argumentos en base a los que emite su conclusi n, losó  

cuales  est n  en  armon a  con  los  antecedentes  que  constan  en  elá í  

respectivo  expediente  administrativo,  en  cuyo  m rito  resolvi  estaé ó  

Superintendencia previo estudio de los antecedentes m dicos del caso.é  

A mayor abundamiento, indica que esta Superintendencia, a trav s deé  

diferentes  profesionales  m dicos  de  este  Servicio,  estudi  losé ó  

antecedentes  del  caso  de  la  Sra.  Salamanca,  el  que  concluy  loó  

siguiente: "Se eval a con Dra. Tardito, no permite reconsiderar.  Laú  

recurrente cursa reposo psiqui trico continuo desde 23 de noviembreá  

de 2015, al 09-03-2017, tiene largo historial de licencias m dicas, deé  

causa  psiqui trica,  som tica,  pre  y  post  natal,  no trabaja  en formaá á  

regular  desde enero  de 2014.  Tiene  313 d as  autorizados  de  causaí  

psiqui trica.  Habi ndose  prolongado  el  reposo  muy  por  sobre  loá é  

estimado para el diagn stico, los estudios de los informes aportados poró  

sus tratantes sugieren la existencia de rasgos de personalidad inestable, 

lo que con toda probabilidad es la condicionante de la prolongaci nó  

del  reposo.  En estas  circunstancias  se estima que el  reposo no está 

cumpliendo  un  rol  terap utico,  ya  que  no  est  contribuyendo  a  laé á  

recuperaci n de la salud de la trabajadora, perdiendo su condici n deó ó  

incapacidad temporal. No corresponde por tanto prolongar el reposo 

m dico, pues este ya no tiene un rol terap utico que contribuya a sué é  

curaci n". Por lo anterior, se aprecia que la Resoluci n impugnada poró ó  

la recurrente, referido a las licencias reclamadas, encuentra correlato 

f ctico en los antecedentes que obran en el expediente administrativoá  

que  se  acompa a,  en  los  que  no  s lo  se  encuentra  la  resoluci nñ ó ó  

impugnada, sino una serie de antecedentes m dicos, que respaldan laé  

conclusi n de dicho Oficio, en orden a rechazar las licencias indicadas.ó  

4.-  Ausencia  de  derechos  vulnerados  Por  ltimo,  hace  que  no  haú  

existido vulneraci n y ni siquiera amenaza del derecho a la vida, a laó  
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integridad f sica y ps quica  y a la  protecci n de la  salud,  ni se haí í ó  

vulnerado el derecho de propiedad de la recurrente, reconocido a todas 

las personas en el numeral 24 del art culo 19 de nuestra Constituci ní ó  

Pol tica, y en este caso respecto de un eventual derecho al subsidio porí  

incapacidad laboral, como tampoco ning n otro derecho garantido porú  

nuestra Carta Fundamental. En cuanto a la supuesta vulneraci n deló  

derecho a la vida, integridad f sica y ps quica y salud, garantizado aí í  

todas  las  personas  en los  numerales  1o  y 9o del  art culo  19 de laí  

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  por  cuanto,  en  su actuar,  laó í ú  

Superintendencia se ha limitado a ejercer las facultades que la ley le ha 

conferido, por lo que de modo alguno, ha causado las afecciones que 

supuestamente padece la recurrente, ni ha impedido que consulte a su 

m dico tratante,  de hecho,  es incuestionable que la  Sra.  Salamancaé  

siempre tuvo la posibilidad de consultar a su m dico tratante y queé  

pudo realizar los tratamientos que se le han indicado, de acuerdo con 

la  cobertura  de  salud  a  la  que  tiene  derecho,  sin  que  la 

Superintendencia haya intervenido o impedido, de manera alguna el 

acceso  del  recurrente  a  la  salud.  La  nica  intervenci n  de  laú ó  

Superintendencia en el caso de la Sra. Salamanca responde al mandato 

legal  de  pronunciarse  respecto  de  las  reclamaciones  que  presentó 

impugnando las resoluciones de la referida Subcomisi n de Medicinaó  

Preventiva e Invalidez, que rechaz  las licencias m dicas en comento.ó é  

En cuanto al derecho de propiedad, hace presente que el otorgamiento 

de una licencia m dica por parte  de un facultativo de la  salud  noé  

implica el nacimiento de ning n derecho de propiedad en relaci n conú ó  

un eventual subsidio por incapacidad laboral o remuneraci n seg n seaó ú  

el caso. En efecto, de acuerdo con lo dispuesto en el D.S. N  3, de°  

1984 y DFL. N  44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsi n° ó  

Social,  para  tener  derecho  al  subsidio  por  incapacidad  laboral  se 

requiere cumplir con los siguientes requisitos: 1.- Una licencia m dicaé  

autorizada por la entidad correspondiente (ISAPRE o COMPIN) 2.- 

Cumplimiento  de  los  requisitos  para  tener  derecho  al  subsidio  por 
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incapacidad laboral,  los  que var an de acuerdo a si  se trata de uní  

trabajador  dependiente  o independiente.  En consecuencia,  no  existe 

alg n derecho de propiedad sobre eventuales subsidios, pues como seú  

indic  para ello es necesario, como punto de partida, contar con unaó  

licencia m dica autorizada, cuesti n que como ya se ha indicado noé ó  

media en la especie. En este punto, en el caso de la recurrente, no 

existe  un leg timo ejercicio  del  derecho de propiedad que deba serí  

objeto de tutela constitucional, por cuanto no existen licencias m dicasé  

autorizadas, sino que rechazadas sin generar, por lo tanto, el derecho 

que esgrime la  recurrente  de autos.  Si  se  considerara  que basta  la 

emisi n de la licencia m dica por parte del profesional de la salud,ó é  

para  que  sta  surta  todos  sus  efectos,  (entre  los  que  se  cuentaé  

justamente el  derecho al  subsidio o remuneraci n en el caso de losó  

funcionarios  p blicos)  har a  impensable  que  el  legislador  hubiereú í  

contemplado causales de rechazo de las mismas, como las contempla 

en el DS. N  3, de 1984, del Ministerio de Salud, o har a imposible la° í  

aplicaci n de stas por parte de las ISAPRE o por la COMPIN, puesó é  

de  aplicarlas  estar an  efectivamente  atentando contra  el  derecho deí  

propiedad sobre el subsidio ya ingresado al patrimonio del trabajador. 

Esta conclusi n es a todas luces inaceptable. Por todo lo anterior, yó  

luego de citas legales, solicita, en subsidio de las anteriores peticiones y 

para el improbable evento que algunas de ellas no sean acogidas, tener 

por evacuado el informe solicitado respecto de la acci n de protecci nó ó  

interpuesta por  do a DANIELA SALAMANCA RIVERA y con suñ  

m rito rechazarlo en todas sus partes, con costas.é

CONSIDERANDO 

PRIMERO: Que el  recurso de protecci n ha sido instituidoó  

con el objeto de evitar las posibles consecuencias da osas derivadas deñ  

actos u omisiones arbitrarias o ilegales que produzcan en el afectado 

una privaci n, perturbaci n o amenaza en el leg timo ejercicio de lasó ó í  

garant as constitucionales, a fin de restablecer el imperio del derecho yí  

otorgar la debida protecci n al ofendido. Lo anterior supone estar enó  
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presencia de un derecho indubitado de que sea titular el afectado y que 

la  amenaza  o  privaci n  sea  actual,  por  manera  que,  en  caso  deó  

acogerse la acci n, esta Corte pueda adoptar las medidas adecuadasó  

para reparar el agravio. 

SEGUNDO: Que la recurrente do a Hilda Soledad Paillamilñ  

Melinan, ha denunciado como arbitrario e ilegal la decisi n adoptadaó  

por la Superintendencia de Seguridad Social, a trav s de Resoluci né ó  

Exenta IBS N  13626, dictada con fecha 30 de mayo del a o 2017,° ñ  

que  rechaz  el  recurso  de  reconsideraci n  respecto  al  pago  de  lasó ó  

licencias  m dicas  N 50787287;  N 50629379;  N 50627476;  Né ° ° ° ° 

51740920, N 51739507; N 51739546; N 51742191, solicitando que se° ° °  

deje sin efecto dicha Resoluci n y que se ordene el pago de dichasó  

licencias m dicas, u otras medidas de protecci n que estime del casoé ó  

adoptar como adecuadas a los fines y fortalecimiento de la protecci n aó  

sus derechos constitucionales. 

TERCERO: Que previo a determinar el fondo del asunto, y 

en cuanto a la excepci n de cosa juzgada, es del caso tener presenteó  

que tenido a la vista el Recurso de Protecci n seguida por las mismasó  

partes en causa Rol 2351-2017, consta que el acto arbitrario e ilegal 

objeto del Recurso ha sido la Resoluci n Exenta IBS N  5461, dictadaó °  

por la Superintendencia con fecha 02 de marzo del a o 2017, la cual,ñ  

conforme a sentencia dictada con fecha 25 de julio del a o 2017, fueñ  

considerada ajustada a derecho, al desecharse el recurso de protecci n. ó

De esta forma, y siendo el acto ilegal y arbitrario que motiva el 

recurso de marras la Resoluci n Exenta N  IBS N  13626, dictada conó º °  

fecha  30  de  mayo  del  a o  2017,  es  decir,  un  acto  administrativoñ  

posterior, no cabe sino desechar la alegaci n, al fundarse en diversaó  

causa y objeto de pedir. 

CUARTO: Que por  su parte,  en  cuanto a  la  alegaci n  deó  

extemporaneidad,  el  plazo  para  la  interposici n  de  la  acci nó ó  

constitucional de protecci n debe ser contado necesariamente desde laó  
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fecha  en  que  el  afectado  tom  conocimiento  efectivo  del  acto  queó  

refiere como arbitrario o ilegal. 

En la especie, de la lectura del libelo aparece de manifiesto que 

la recurrente sostiene que tom  conocimiento del acto contra el que seó  

dirige con fecha con fecha 31 de mayo de 2017, siendo el recurso de 

protecci n materia de estos autos interpuesto con fecha 30 de junio deló  

2017,  motivo por lo  que resulta  evidente  que la  acci n  de cautelaó  

constitucional  de  que  se  trata  fue  intentada  dentro  del  per odo  deí  

treinta d as  contemplado en el  Auto Acordado de esta Corte sobreí  

tramitaci n  del  Recurso  de  Protecci n,  debiendo  ser  rechazada  laó ó  

excepci n interpuesta.ó

QUINTO: Que ahora bien, respecto de la improcedencia del 

recurso, basado en que la materia sobre la que versa el conflicto de 

autos,  dice  relaci n  con  un  derecho  perteneciente  al  sistema  deó  

seguridad  social,  establecido  en  el  numeral  18  del  art culo  19  deí  

nuestra  Carta  Fundamental,  y  no  amparado  por  la  acci n  deó  

protecci n,  teniendo presente  que se ha invocado por el  recurrenteó  

como derechos infringidos los derechos constitucionales consagrados en 

los art culos 19 N  1, N  2, N  3 y N  24 de la Constituci n Pol tica deí ° º ° º ó í  

la  Rep blica,  no  cabe  sino  rechazar  la  alegaci n  formal  deú ó  

improcedencia alegada, sin perjuicio de lo que se resuelva en cuanto al 

fondo del asunto.

SEXTO: Que de esta forma, y en cuanto al fondo, no es un 

hecho controvertido que por Resoluci n Exenta IBS N  13626, dictadaó º  

con fecha 30 de mayo del a o 2017, la Superintendencia de Seguridadñ  

Social rechaz  el recurso de reconsideraci n respecto al pago de lasó ó  

licencias  m dicas  N 50787287;  N 50629379;  N 50627476;  Né ° ° ° ° 

51740920,  N 51739507;  N 51739546;  N 51742191,  extendidas  a  la° ° °  

recurrente, instrumento que consta en el proceso, el cual tiene como 

fundamento  del  rechazo  el  que  esta  Superintendencia  estudi  los“ ó  

antecedentes y con su m rito concluy  que el reposo prescrito por lasé ó  

licencias  no se encontraba justificado. Esta conclusi n se basa en”… “ ó  
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que los informes m dicos aportados no permiten establecer incapacidadé  

laboral temporal m s all  del periodo de reposo ya autorizado, el cualá á  

alcanza a 303 d as por la misma patolog a .í í ”

SEPTIMO: Que as , y teniendo presente que el fundamento deí  

la Resoluci n recurrida tiene como antecedente la Resoluci n Exentaó ó  

IBS N  5461, dictada con fecha 02 de marzo del a o 2017, la cual fue° ñ  

dictada  conforme  a  derecho,  desech ndose  la  acci n  de  protecci ná ó ó  

interpuesta en su contra. De lo anterior, se concluye que no cabe sino 

rechazar el presente recurso, toda vez que no constan en autos nuevos 

antecedentes presentados al expediente administrativo de los cuales se 

pueda sustentar  una falta  de motivaci n o arbitrariedad del  rganoó ó  

administrativo,  actuando ste  en  estricto  apego a  sus  facultades,  deé  

acuerdo  a  sus  competencias  legales  y  administrativas,  sin  existir 

afectaci n  a  derechos  fundamentales  derivados  de  dicha  actuaci n,ó ó  

cumpli ndose con lo dispuesto en el art culo 41 inciso 4  de la Leyé í °  

19.980 que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos 

que rigen los Actos de los rganos de la Administraci n del Estado,Ó ó  

aplicable  a  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social,  por  expresa 

disposici n del inciso 1  del art culo 2  de la mencionada ley.ó º í º

Por estas consideraciones, lo dispuesto en los art culos 19 y 20 deí  

la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  y  Auto  Acordado  de  laó í ú  

Excelent sima Corte Suprema sobre Tramitaci n y Fallo del Recursoí ó  

de Protecci n de Garant as Constitucionales, se resuelve que:ó í

I. Que  SE  RECHAZAN, sin  costas,  las  excepciones  de 

cosa juzgada, de extemporaneidad y de improcedencia interpuestas por 

la recurrida.

II. Que SE RECHAZA, sin costas, el recurso de protecci nó  

interpuesto  por  do a  DANIELA  ALEJANDRA  SALAMANCAñ  

RIVERA, en contra de la SUPERINTENDENCIA DE SEGURIDAD 

SOCIAL.

Reg strese, comun quese y arch vese en su oportunidad.í í í

N°Protecci n-3068-2017ó .
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Pronunciado por la Segunda Sala de la C.A. de Temuco integrada por Ministro Aner Ismael Padilla B., Fiscal

Judicial Oscar Luis Viñuela A. y Abogado Integrante Manuel Antonio Contreras L. Temuco, quince de

septiembre de dos mil diecisiete.

En Temuco, a quince de septiembre de dos mil diecisiete, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 13 de agosto de 2017, la hora visualizada
corresponde al horario de verano establecido en Chile
Continental. Para Chile Insular Occidental, Isla de Pascua
e Isla Salas y Gómez restar 2 horas. Para más
información consulte http://www.horaoficial.cl.
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